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Sr. S. de Vega, Presidente  
 

La Sección Segunda del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 28 de 
diciembre de 2023, ha examinado 
el expediente relativo a la 
propuesta de ordenanza reguladora 
de los aprovechamientos de los 
bienes comunales del Ayuntamiento 
de xxx1, y a la vista del mismo y 
tal como corresponde a sus 
competencias, emite, por unani-
midad, el siguiente 

Sr. Ramos Antón, Consejero  
Sra. Ares González, Consejera y 
ponente 
Sr. Herrera Campo, Consejero  
 
Sr. Píriz Urueña, Secretario 
 
 
 
  
 
 
 

DICTAMEN 443/2023 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 13 de octubre de 2023 tuvo entrada en este Consejo Consultivo 
la solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente relativo a la propuesta 
de ordenanza reguladora de los aprovechamientos de los bienes comunales 
del Ayuntamiento de xxx1. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite el 19 de octubre de 2023, 

se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 443/2023 y se inició el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del 
Reglamento de Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de 
Castilla y León, aprobado por Resolución de 5 de febrero de 2014 de la Mesa 
de las Cortes de Castilla y León. Turnado por el Sr. Presidente del Consejo, 
correspondió su ponencia a la Consejera Sra. Ares González. 

 
Primero.- El 25 de mayo de 2020 el Pleno del Ayuntamiento de xxx1 

aprueba inicialmente la ordenanza reguladora de los aprovechamientos de 
los bienes comunales de ese Ayuntamiento. 

 
Segundo.- El 27 de agosto de 2020 el Ayuntamiento solicita a la 

Dirección de Administración Local de la Junta de Castilla y León la aprobación 
definitiva del texto de la ordenanza. 
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Tercero.- El 31 de agosto de 2020 la Dirección de Administración Local 

emite informe en el que formula una serie de observaciones. 
 

Cuarto.- El 13 de noviembre de 2020 se remite el informe de la 
Dirección de Administración Local al Ayuntamiento, para que este realice 
modificaciones en el texto de la ordenanza. Una vez efectuadas se remiten a 
de la Dirección de Administración Local el 3 de junio de 2021. 

 
Quinto.- El 11 de junio de 2021 la Dirección de Administración Local 

remite un texto alternativo para ajustar la ordenanza a la evolución 
jurisprudencial. 

 
Sexto.- El 9 de noviembre de 2021 el Ayuntamiento remite la 

ordenanza con las modificaciones solicitadas. 
 
Séptimo.- El 26 de noviembre de 2021 la Dirección de Administración 

Local remite otro texto alternativo. 
 
Octavo.- El 28 de febrero de 2022 el Ayuntamiento remite la 

ordenanza aprobada en sesión de 1 de diciembre de 2021. 
 
Noveno.- El 10 de marzo de 2022 la Dirección de Administración 

Local solicita realizar nuevas modificaciones. 
 
Décimo.- El Ayuntamiento remite la ordenanza aprobada en sesión de 

11 de abril de 2022. 
 
Undécimo.- La Dirección de Administración Local solicita que se 

remita certificación de alegaciones realizadas, lo que se efectúa, haciéndose 
constar que no se ha formulado alegación alguna. 

  
Duodécimo.- El 2 de noviembre de 2022 se solicita que se realicen 

nuevas modificaciones a la ordenanza. Una vez efectuadas se remite el texto 
aprobado en sesión de 21 de noviembre de 2022. 

 
Decimotercero.- El Ayuntamiento remite la ordenanza aprobada en 

sesión de 2 de mayo de 2023, tras recibir nueva solicitud para su 
modificación de la Dirección de Administración Local. Junto a ésta, se remite 
copia del Boletín Oficial de la Provincia, certificado de publicaciones y 
certificación de no haberse realizado alegación alguna. 
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Decimocuarto.- El 22 de agosto de 2023 la Asesoría Jurídica de la 

Consejería de la Presidencia emite informe en el que se hacen observaciones 
al texto.  

 
Decimoquinto.- Remitidas las observaciones al Ayuntamiento y tras 

la modificación de la ordenanza, esta es aprobada por el Pleno en sesión de 
25 de septiembre de 2023.  

 
Decimosexto.- El 3 de octubre de 2023 se formula informe 

propuesta de orden de la Consejería de la Presidencia sobre la ordenanza. 
 
El texto de la ordenanza propuesta cuenta con un preámbulo, 19 

artículos (distribuidos en seis títulos), una disposición transitoria, una 
derogatoria y dos disposiciones finales. Su contenido es el siguiente: 

 
- Título I: Objeto y ámbito de aplicación. Régimen Jurídico. El 

artículo 1 establece el objeto de la ordenanza y su ámbito de aplicación, y el 
artículo 2 se ocupa del régimen jurídico. 

 
- Título II: Requisitos para ser beneficiario de los 

aprovechamientos de los bienes comunales y régimen de ausencias. El 
artículo 3 enumera los requisitos de los beneficiarios, y el artículo 4 se refiere 
a la imposibilidad temporal de cumplimiento de requisitos y a la ausencia 
involuntaria del municipio. 

 
- Título III: De la forma de hacer efectivo el aprovechamiento: 

del alta en el censo, de la formación de lotes o suertes y de las causas de 
baja. El artículo 5 regula las formas de efectuar el aprovechamiento; el 6, el 
alta en el censo de aprovechamientos de pastos; el 7, las bajas; el 8, las 
formación de lotes y la adjudicación. 

 
- Título IV: Duración y condiciones del aprovechamiento. El 

artículo 9 regula la duración; el 10, las condiciones del aprovechamiento y las 
obligaciones de los beneficiarios y prohibiciones; el 11, las prohibiciones; el 
12, las cuotas a abonar por los beneficiarios de los aprovechamientos, y el 
13, la prestación personal. 

 
- Título V: Obligaciones del Ayuntamiento, defensa, conservación 

y mejora de los bienes comunales. Constituido por un solo artículo, el 14, 
referido a las obligaciones del Ayuntamiento. 
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- Título VI: Infracciones, sanciones e indemnizaciones. El artículo 

15 tipifica los tipos de infracciones; el artículo 16, los tipos de sanciones; el 
artículo 17, las medidas cautelares; el 18, las indemnizaciones y el 19, los 
órganos competentes. 
 

- La disposición transitoria establece que quedan en vigor las 
adjudicaciones existentes, hasta que finalice el plazo para el que fueron 
adjudicadas. 

 
- La disposición derogatoria señala que queda derogada la 

Ordenanza reguladora del aprovechamiento de bienes comunales del 
Ayuntamiento de xxx1 de 27 de agosto de 1995. 

 
- La disposición final primera prevé la entrada en vigor de la 

ordenanza a los 20 días desde su publicación íntegra en el Boletín Oficial de 
Castilla y León; y la disposición final segunda establece una cláusula de 
remisión subsidiaria a la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, y a la Ley 40/2015, 
de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. 

 
 

En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 

 
Decimoséptimo.- Por Acuerdo del Presidente del Consejo Consultivo 

de 9 de noviembre de 2023 se requiere a la Consejería de la Presidencia para 
que se complete el expediente con la siguiente documentación: 

 
“a) Informe del Servicio Territorial de Medio Ambiente de xxx2 

relativo al texto definitivo de la ordenanza.  
 
»b) Informe de la Dirección de Administración Local de la 

Consejería de la Presidencia sobre el texto definitivo de la ordenanza”. 
 

En la misma fecha se suspende el plazo para emitir el dictamen. 
 
 Decimoctavo.- El 21 de noviembre de 2023 se comunica que no es 
necesario el informe del Servicio Territorial requerido, al no encontrarse, 
entre los bienes a los que se refiere la ordenanza, ningún monte de utilidad 
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pública, por lo que se efectúa una remisión al informe-propuesta de 3 de 
octubre de 2023. 
 

Analizada la documentación remitida, se reanuda el plazo para la 
emisión del dictamen. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i), 5º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, en relación con lo dispuesto en el artículo 75.4 
del texto refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de Régimen 
Local, aprobado por el Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril 
(TRRL), y en el artículo 103.2 del Reglamento de Bienes de las Entidades 
Locales, aprobado por el Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio (RBEL).  

 
Corresponde a la Sección Segunda emitir el dictamen según lo 

establecido en el apartado tercero, 2.b), del Acuerdo de 6 de marzo de 2014, 
del Pleno del Consejo Consultivo, por el que se determina la composición y 
competencias de las Secciones.  

 
2ª.- El artículo 75.4 del TRRL dispone que “Los Ayuntamientos y Juntas 

Vecinales que, de acuerdo con normas consuetudinarias u ordenanzas locales 
tradicionalmente observadas, viniesen ordenando el disfrute y aprovechamiento 
de bienes comunales, mediante concesiones periódicas de suertes o cortas 
de madera a los vecinos, podrán exigir a estos, como condición previa para 
participar en los aprovechamientos forestales indicados, determinadas 
condiciones de vinculación y arraigo o de permanencia, según costumbre local, 
siempre que tales condiciones y la cuantía máxima de las suertes o lotes 
sean fijadas en ordenanzas especiales, aprobadas por el órgano competente 
de la Comunidad Autónoma, previo dictamen del órgano consultivo superior 
del Consejo de Gobierno de aquella, si existiere, o, en otro caso, del Consejo 
de Estado”. 
 

El objeto de la presente consulta es, en efecto, una ordenanza especial 
que, de acuerdo con el precepto trascrito, pretende establecer determinadas 
condiciones de vinculación, arraigo y permanencia para el aprovechamiento de 
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pastos, leñas y especies silvestres y hábitats incluidos en los bienes comunales 
pertenecientes al Ayuntamiento de xxx1. 

 
Como señala la sentencia 308/1994, de 21 de noviembre, del Tribunal 

Constitucional, estas disposiciones autorizan “a restringir el número de 
beneficiarios, excluyendo a una serie de personas de la participación de los 
aprovechamientos (...). El establecimiento de las condiciones particulares 
obedece a la necesidad de preservar los aprovechamientos en algunas 
poblaciones a las personas que real y efectivamente residen en el término 
con voluntad de permanencia estable y arraigo, evitándose así situaciones de 
vecindades ficticias que no responden a una auténtica y verdadera integración 
en la comunidad. En definitiva, estas restricciones complementarias o 
condiciones particulares tienen su razón de ser y justificación en la necesidad 
de conservación y subsistencia de los patrimonios comunales de las Entidades 
locales, su disfrute estricto y exclusivo entre los vecinos vinculados a estos 
Entes locales”. 

 
El arraigo parece circunscrito sustancialmente por la ordenanza a la 

idea de permanencia y cumplimiento de las obligaciones, pero ha de valorarse 
su exigencia con la idea de “que toda circunstancia limitativa del derecho ha 
de ser interpretada, como así lo ha declarado el Tribunal Supremo en la 
Sentencia de 23 de enero de 1996, restrictivamente, ya que contempla un 
supuesto excluyente de un derecho por una circunstancia específica y 
excepcional” (dictamen 337/2005, de este Consejo Consultivo). 

 
Así, al amparo de estos principios, el concepto de residencia habitual 

(complementado con el criterio de empadronamiento que se exige para poder 
ser beneficiario de tales aprovechamientos) no solo comprende la residencia 
efectiva y el animus manendi (o de permanencia en un lugar), esto es, no solo 
la constatación fáctica de la integración en la comunidad, sino también el 
ánimo de integración en el pueblo. Por tanto, el concepto legal indeterminado 
de residencia habitual se refiere tanto a la permanencia en la localidad desde 
el punto de vista temporal, como desde una perspectiva de realidad y 
efectividad. No basta, pues, para acceder al disfrute del aprovechamiento 
comunal la simple condición formal de vecino, como puede ser la inscripción 
en el padrón municipal, sino que es preciso, además, que exista una residencia 
o relación de vecindad efectiva; esto es, un arraigo estable, real y verdadero 
en la localidad que, en determinadas ocasiones, puede aún restringirse con 
la imposición de otras exigencias (sentencia del Tribunal Constitucional 
308/1994, de 21 de noviembre). 
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En la tramitación de la ordenanza proyectada, el procedimiento a seguir 
es el establecido en el artículo 49 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora 
de las Bases de Régimen Local (LBRL), con las especialidades previstas en 
los artículos 75.4 del TRRL y 103.2 del RBEL, y su aprobación corresponde al 
consejero de la Presidencia. 
 

En el presente caso se ha observado el procedimiento legalmente 
establecido.  

 
3ª.- La ordenanza tiene por objeto regular los aprovechamientos de 

determinados bienes comunales del municipio, teniendo en cuenta la 
preexistencia de normas consuetudinarias que venían disciplinando su 
aprovechamiento en favor de los vecinos y la necesidad de recoger y regular 
los usos tradicionales e introducir el factor de protección medioambiental en 
la gestión de los terrenos comunales, atendiendo a estrategias de custodia 
del territorio y modelos de gestión orientados a proteger el territorio y los 
recursos, así como los valores naturales, culturales y paisajísticos, tal y como 
ha sido puesto de manifiesto por el Ayuntamiento. 

 
El texto de la ordenanza suscita las consideraciones que figuran a 

continuación.  
 
Artículo 1.- Objeto y ámbito de aplicación. 
 
El apartado 1 de este artículo indica que “El objeto de la presente 

ordenanza es la regulación de los aprovechamientos de pastos, leñas y las 
especies silvestres y hábitats que se incluyen en los bienes comunales 
pertenecientes al Ayuntamiento de xxx1, estableciendo el procedimiento a 
seguir para su adjudicación y el régimen jurídico que regirá durante el 
periodo de su disfrute”. 

 
La ordenanza recoge nuevos aprovechamientos, no contemplados en 

la ordenanza de 1995. Ésta se refería a aprovechamientos de pastos 
provenientes de bienes comunales, y la actual comprende leñas, especies 
silvestres y hábitats, sin acreditarse a lo largo del expediente que se trate de 
aprovechamientos que han venido observándose consuetudinariamente.  

 
El preámbulo refiere que “los cambios económicos y sociales 

producidos en estos últimos años han puesto de manifiesto la insuficiencia 
de las normas existentes para contemplar y regular adecuadamente todos los 
supuestos que en la actualidad pueden presentarse. Por una parte, los usos 
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no se limitan a aprovechamiento de pastos y leñas, sino que también es 
necesaria regular la recolección de setas y otros frutos silvestres, 
recogiéndose las normas consuetudinarias que llevan aplicándose en estos 
aprovechamientos”.  

 
Este Consejo, en algunos de sus dictámenes, no ha apreciado objeción 

alguna para la aprobación de ordenanzas en las que, existiendo normas 
consuetudinarias que venían disciplinando los aprovechamientos en favor de 
los vecinos, surgía la necesidad de una nueva ordenación sin que hubiese 
dado lugar a controversia alguna entre los vecinos y estas circunstancias 
fueran conocidas y avaladas por la Administración autonómica (dictámenes 
438/2009, de 18 de junio, 1.454/2009, de 11 de febrero de 2010, 2/2012, de 
2 de febrero y 88/2020, de 22 de abril). 

 
Artículo 3.- Requisitos. 
 
En su apartado 1º establece que tendrán derecho al disfrute de los 

aprovechamientos a los que se aplica la presente ordenanza aquellas personas 
que, teniendo la condición de vecino, cumplan los siguientes requisitos: a) 
empadronamiento, con residencia cierta y fija, permanente y habitual; b) 
mayoría de edad; c) alta en el censo de los aprovechamientos y d) no 
incursión en otras prohibiciones o incompatibilidades establecidas en esta 
ordenanza u otras normas. 

 
Respecto a la letra a), relativa al empadronamiento, este habrá de 

mantenerse, al menos, durante el periodo de duración del derecho al 
aprovechamiento y no limitarse al momento de causar alta en el censo 
correspondiente al aprovechamiento.  

 
Respecto a la letra b), “ser mayor de edad”, deberá incluirse la 

excepción prevista en el artículo 7 relativa a los herederos menores de edad.  
  
En cuanto a la letra c), estar dado de alta en el censo, el artículo 6 de 

la ordenanza solo se refiere al alta para el aprovechamiento de pastos, por lo 
que deberá aclararse si el censo debe comprender el resto de 
aprovechamientos y, por tanto, también este requisito de alta. 

 
En lo que atañe a la letra d), debe eliminarse el vocablo “otras”, puesto 

que carece de sentido. 
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El apartado 2º se refiere a los extranjeros domiciliados en el municipio, 
quienes también gozarán de estos derechos. Se considera que este apartado 
2º podría suprimirse ya que el concepto “vecino” incluye a todos, sea 
nacional o extranjero. Así, el artículo 55.1 del Reglamento de Población y 
Demarcación Territorial de las Entidades Locales, aprobado por el Real 
Decreto 1690/1986, de 11 de julio, establece que “Son vecinos del municipio 
las personas que residiendo habitualmente en el mismo (…) se encuentran 
inscritos en el padrón municipal”. El artículo 56.2 señala que “La inscripción 
de los extranjeros en el padrón municipal no constituirá prueba de su 
residencia legal en España ni les atribuirá ningún derecho que no les confiera 
la legislación vigente (…)”. Y el artículo 56.1.c) dispone que “La condición de 
vecino confiere los siguientes derechos y deberes: (…) c) acceder a los 
aprovechamientos comunales”. Por lo tanto, la condición de vecino se vincula 
con la tenencia de residencia habitual (y en este caso legal) e inscripción en 
el padrón, y no con la nacionalidad, y por tanto, en las mismas condiciones 
que a los nacionales se les reconocen los mismos derechos. 

 
No obstante lo expuesto, el Consejo considera que la mención a los 

extranjeros podría mantenerse si la Administración proponente considera que 
tal referencia tiene un valor pedagógico de inclusión de las personas 
inmigrantes en la comunidad vecinal y facilita la efectiva aplicación pacífica 
de la ordenanza. 

 
Artículo 4.- Imposibilidad temporal de cumplimiento de 

requisitos. De la ausencia involuntaria del municipio. 
 
El primer apartado de este artículo, relativo a la situación de que, de 

forma temporal y por causas ajenas a su voluntad, un vecino no pueda 
cumplir con alguno de los requisitos del artículo 3, no podrá aplicarse al 
supuesto contemplado en la letra b). 

 
Respecto a la previsión de que será el Ayuntamiento quien podrá 

autorizar el aprovechamiento por razones de justicia y equidad, debería 
determinarse el órgano al que corresponde llevar a cabo esta autorización. 
En todo caso, se recuerda que la referencia a tales principios no evita la 
necesidad de acotar la potestad discrecional de que goza el Ayuntamiento. 

 
El párrafo segundo se refiere a situaciones de ausencia involuntaria y 

justificada, como razones de salud del solicitante del aprovechamiento o 
familiar directo o razones laborales. El concepto de familiar directo es genérico 
y debe concretarse a fin de evitar inseguridad. Igualmente debería concretarse 
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la consecuencia jurídica de incurrir en tales situaciones, que previsiblemente 
consistirá en el mantenimiento del disfrute de los aprovechamientos. 

 
Título III. De la forma de hacer efectivo el aprovechamiento: 

del alta en el censo, de la formación de lotes o suertes y de las 
causas de baja. 

 
Sería más correcto que el titulo se refiriera en su denominación al 

nacimiento y reconocimiento del derecho a los aprovechamientos, y formación 
de lotes. 

 
Artículo 5.- Formas de efectuar el aprovechamiento. 
 
Frente a la regulación anterior, aprovechamiento mancomunado, se 

opta por la formación de lotes. 
 
Puesto que este artículo y el 8 se refieren a lotes, sería conveniente 

que figurara uno a continuación del otro. 
 
Artículo 6.- Del alta en el censo de aprovechamientos de pastos.  
 
El contenido de este artículo, regulador del alta en el censo de los 

aprovechamientos de pastos, parece que debiera completarse con la 
determinación del régimen de recursos que procedan frente a eventuales 
denegaciones de inclusión en aquel, ya que ello determina la imposibilidad 
del disfrute de los aprovechamientos. Por otro lado, se aprecia cierta 
incoherencia entre el artículo 6 y el artículo 7, pues este último se refiere a 
las bajas en el censo de aprovechamientos con carácter general y, sin 
embargo, el único censo regulado en el artículo 6 es el de aprovechamiento 
de pastos. 

 
Artículo 7.- Bajas. 
 
Uno de los supuestos que regula el artículo 7 es la extinción del 

aprovechamiento por defunción, posibilitando su continuación por heredero 
menor de edad. En este caso, se trata de una excepción al cumplimiento del 
requisito de ser mayor de edad para ser beneficiario, por lo que debe 
hacerse una mención al respecto al regularse la referencia al requisito de la 
mayoría de edad en el artículo 3, tal y como se ha indicado anteriormente. 
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Por otra parte, debería incluirse, como causa de baja en el censo, el 
cese de la actividad ganadera. El último apartado prevé que el bien comunal 
quedará libre hasta el nuevo proceso de adjudicación en los supuestos de 
renuncia al aprovechamiento o cese de la actividad ganadera, siendo más 
coherente que se refiera a todos los supuestos previstos en este artículo 7, 
salvo para el caso del número 2º, defunción del beneficiario. 

 
Artículo 8.- Formación de lotes. 
 
El apartado 1 se refiere a los de pastos. En su letra a) debería 

suprimirse la expresión “será equitativo”, que carece de sentido si el criterio 
de adjudicación es la valoración otorgada a cada finca. 

 
Por otro lado, las letras c) y d) no contienen, en sentido estricto, 

criterios de adjudicación. El último párrafo de este apartado 1 prevé la 
existencia de reclamaciones en el proceso de adjudicación, si bien no se 
regula el procedimiento al que ha de someterse su tramitación. 

 
El apartado 2, relativo a formación de lotes de leñas, contiene la 

mención a unidades familiares, término cuyo significado debería aclararse. 
 
El apartado 3, sobre las especies silvestres y hábitats, se refiere que 

los aprovechamientos de especies silvestres y hábitats están sujetos a su 
comunicación mediante solicitud al Ayuntamiento. Sin embargo, no contienen 
referencia alguna al procedimiento para su concesión, y si se otorga a todo 
solicitante o están sujetos a sorteo u otro criterio. 

 
Artículo 9.- Duración. 
 
Este artículo diferencia la duración de los aprovechamientos de pastos 

y del resto de aprovechamientos y establece, respecto a éstos últimos, que 
se tendrá en cuenta el ciclo natural, si bien esta mención no parece aplicable 
al aprovechamiento de leñas, que quedaría sin determinar. 

 
Artículo 10. Condiciones de aprovechamiento. Obligaciones de 

los beneficiarios. Prohibiciones. 
 
Las prohibiciones se regulan en el artículo 11, por lo que deberá 

suprimirse esta mención en el título del artículo. 
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El artículo hace referencia a obligaciones de los beneficiarios de pastos, 
leñas y especies silvestres, omitiendo toda referencia a los hábitats y en el caso 
de especies silvestres se reduce a establecer obligaciones en la recolección 
de plantas y setas omitiendo a las especies animales. 

 
El apartado 3, relativo a obligaciones de los beneficiarios de la 

recolección especies silvestres, se refiere a buenas prácticas, por tanto a 
pautas de conducta, pero no a obligaciones en sentido estricto.  

 
Artículo 11. Prohibiciones. 
 
Se hace referencia a bienes comunales y terreno comunal, por lo que 

es conveniente emplear una terminología uniforme para designar un mismo 
concepto a lo largo de todo el texto de la disposición, con el fin de evitar 
dudas en su interpretación y aplicación. 

 
Al titularse el artículo “prohibiciones”, no es necesario encabezar cada 

letra con el “queda prohibido”. 
 
Artículo 12. Cuotas a abonar por los beneficiarios de los 

aprovechamientos. 
 
Este artículo hace referencia exclusivamente a los aprovechamientos 

de pastos y leñas. Admite la posibilidad de que en casos extraordinarios se 
establezca una cuota o canon para compensar los gastos que originen los 
aprovechamientos de pastos y leñas. La mención a casos extraordinarios 
puede crear inseguridad jurídica, por lo que se aconseja su concreción. En el 
caso de los pastos la aportación será en proporción al beneficio, por lo tanto, 
un porcentaje y en el caso de las leñas, no se define ésta y se refiere una 
aportación en función de los costes, por lo que deberá aclararse su 
determinación en este caso. 

 
Además, en el apartado 2º, la única referencia que se hace es al pago 

de la cuota. 
 
El artículo 19 reconoce competencia al Pleno para la fijación de estas 

cuotas. 
 
Y en el artículo 15.4º e) se utiliza la expresión “no abonar las 

aportaciones económicas”. 
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Es conveniente emplear una terminología uniforme para designar un 
mismo concepto a lo largo de todo el texto de la disposición, con el fin de 
evitar dudas en su interpretación y aplicación. 

 
Artículo 13. Prestación personal. 
 
El contenido del artículo se ajusta al del artículo 129 del texto refundido 

de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, y trascribe las letras a), b) y c), 
suprimiendo la letra d) relativa al servicio militar hoy inexistente, por lo que, 
del mismo modo y aun cuando el artículo 129 se refiere a disminuidos, debe 
sustituirse este término por el de personas con discapacidad por ser más 
respetuoso y responder mejor a la realidad. 

  
Por otro lado, si se entiende que la prestación personal vincula solo a 

los beneficiarios de los aprovechamientos, no tiene sentido la referencia a los 
reclusos, por lo que la letra c) debería suprimirse. 

 
Artículo 15. Infracciones. 
 
Dentro de las infracciones muy graves en el apartado 2º, en la letra h) 

se recoge la comisión de una tercera infracción grave cuando el responsable 
haya sido sancionado por resolución firme administrativa por la comisión de 
dos infracciones graves. 

 
Del mismo modo, el apartado 3º, relativo a las infracciones graves, se 

refiere en la letra j) en análogos términos respecto a la tercera infracción leve.   
 
En ambos supuestos debe añadirse “por la comisión en el término de 

un año, cuando así haya sido declarado por resolución firme en vía 
administrativa”, de acuerdo con el artículo 29.3 de la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre. 

 
Esta observación tiene carácter sustantivo, y deberá ser atendida para 

que resulte procedente el empleo de la fórmula “de acuerdo con el dictamen 
del Consejo Consultivo de Castilla y León”. 

 
Artículo 16. Sanciones.  
 
Las referencias a sanciones en euros deben identificarse como sanciones 

pecuniarias. 



 

 14

 
Artículo 17. Medidas cautelares. 
 
Si bien el texto residencia en el Ayuntamiento la adopción de estas 

medidas, deberá concretarse el órgano a quien le corresponde. 
 
A pesar de que la disposición final segunda se remite a Ley 39/2015, 

de 1 de octubre, y a la Ley 40/2015, de 1 de octubre, sería conveniente que 
la ordenanza previera una mínima regulación del procedimiento y del régimen 
de recursos. 

 
Artículo 19. Órganos competentes. 
 
Este artículo debería estar en un título diferente al título VI, relativo al 

régimen sancionador, puesto que se establecen competencias del Pleno y del 
alcalde que exceden de la potestad sancionadora. 

 
Este artículo, en su apartado 3º, se remite a la Comisión Vecinal de 

Bienes Comunales cuya función es la de colaborar en la conservación de los 
bienes comunales, e igualmente se refiere a su composición. Respecto a su 
estatuto de funcionamiento, no se determina si es la propia Comisión la que 
se dota del mismo o si, por el contrario, los ha de aprobar otro órgano. 

 
Disposición final primera. 
 
En esta disposición, que fija la vacatio legis ordinaria de 20 días desde 

la publicación de la ordenanza en el Boletín Oficial de Castilla y León, deberá 
suprimirse, por innecesaria, la mención a que “permanecerá en vigor en tanto 
en cuanto no sea modificada o derogada”. 

 
4ª.- Por último, se recomienda realizar una revisión íntegra del texto, 

a fin de corregir las erratas advertidas, uniformizar la identificación de los 
artículos (ordinal o cardinal) y la numeración de los apartados de los artículos. 
Asimismo, ha de revisarse las referencias normativas del preámbulo y del 
artículo 13, ya que los artículos que se citan son del texto refundido y no del 
real decreto legislativo que lo aprueba.  
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III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Atendida la observación formulada al artículo 15, sin lo cual no 

resultará procedente el empleo de la fórmula “de acuerdo con el dictamen 
del Consejo Consultivo de Castilla y León”, y consideradas las restantes, 
puede aprobarse la ordenanza reguladora de los aprovechamientos de los 
bienes comunales del Ayuntamiento de xxx1. 

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 

 


